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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
20765 Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 

el año 2010.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

PREÁMBULO

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en 
la Ley General Presupuestaria y en la Ley General de Estabilidad Presupuestaria.

El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual de 
Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, que está constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la 
autorización de gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él 
dependientes en el ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la 
posibilidad de que se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las 
materias o cuestiones que guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las 
habilitaciones de gasto o los criterios de política económica general, que sean complemento 
necesario para la más fácil interpretación y más eficaz ejecución de los Presupuestos 
Generales del Estado y de la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no 
resulta determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de 
su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la Ley preceptos de carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos cuando 
una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado -a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado- dentro del ámbito competencial del Estado y con 
las exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2010 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario aquellas disposiciones que respetan la doctrina 
del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.

Estos Presupuestos Generales del Estado elaborados en el marco de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, persisten en el objetivo de conseguir una 
mayor racionalización del proceso presupuestario a través de la confluencia de las mejoras 
introducidas a nivel de sistematización, en tanto que se procede a la ordenación económica 
y financiera del sector público estatal, a ordenar sus normas de contabilidad y control y, a 
nivel de eficacia y eficiencia.

Desde finales de 2008, la economía española atraviesa una situación de recesión que 
se inscribe en un contexto de crisis económica generalizada a nivel mundial. Dentro de 
este marco, los Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, junto con la futura cv
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Por el gran volumen de este RD, se ha eliminado el texto general para dejar únicamente la Disposición quinta
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Quinta. Reducción en la cotización a la Seguridad Social en los supuestos de cambio de 
puesto de trabajo por riesgo durante el embarazo o durante la lactancia natural, así 
como en los supuestos de enfermedad profesional.

En los supuestos en que, por razón de riesgo durante el embarazo o riesgo durante la 
lactancia natural, la trabajadora, en virtud de lo previsto en el artículo 26 de la Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, sea destinada a un puesto de 
trabajo o función diferente y compatible con su estado, se aplicará, con respecto a las 
cuotas devengadas durante el período de permanencia en el nuevo puesto de trabajo o 
función, una reducción, a cargo del Presupuesto de la Seguridad Social, del 50 por ciento 
de la aportación empresarial en la cotización a la Seguridad Social por contingencias 
comunes.

Esta misma reducción será aplicable, en los términos y condiciones que 
reglamentariamente se determinen, en aquellos casos en que, por razón de enfermedad 
profesional, se produzca un cambio de puesto de trabajo en la misma empresa o el 
desempeño, en otra distinta, de un puesto de trabajo compatible con el estado del 
trabajador.

Sexta. Extensión de lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley sobre Seguridad Social de 
los Funcionarios Civiles del Estado al resto de funcionarios.

Sin perjuicio de la integración en el régimen general de la Seguridad Social del régimen 
especial de los funcionarios de la Administración Local y de la integración en dicho régimen 
de los funcionarios de la Administración General del Estado y de las Administraciones 
Autonómicas en los casos en los que así proceda, todos los funcionarios integrados en el 
régimen general de la Seguridad Social, sea cual sea la administración en la que prestan 
sus servicios, cuando se encuentren en la situación de incapacidad temporal, durante los 
tres primeros meses, tendrán la misma protección en dicha situación que la prevista para 
los funcionarios civiles del Estado en el artículo 21.1.a) del texto refundido de la Ley sobre 
Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado aprobado por Real Decreto 
Legislativo 4/2000, de 23 de junio.

Lo dispuesto en el párrafo anterior tendrá vigencia indefinida y retrotraerá sus efectos 
a la fecha de entrada en vigor de la disposición derogatoria primera de la Ley 2/2008, 
de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2009.

Séptima. Retribuciones de los cargos directivos y personal de las mutuas de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social y otras limitaciones en 
los presupuestos de las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 
de la Seguridad Social.

Uno. Las retribuciones que perciban las personas que a la entrada en vigor de esta 
ley ostenten cargos directivos en las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales de la Seguridad Social, que sean abonadas con cargo al concepto 130 
«Laboral fijo», subconceptos 0 «Altos cargos» y 1 «Otros directivos» del presupuesto de 
gastos de la correspondiente entidad, no podrán exceder del importe más alto de los que 
corresponda a los altos cargos del Gobierno de la Nación, de sus Órganos consultivos, de 
la Administración General del Estado, de los miembros del Consejo General del Poder 
Judicial, del Tribunal Constitucional y del Tribunal de Cuentas.

No obstante la limitación fijada en el párrafo anterior, los citados cargos directivos 
podrán percibir retribuciones complementarias por encima de la cantidad que resulte de 
aplicar la misma, en cuyo caso quedará determinada su exclusiva dedicación y, por 
consiguiente la incompatibilidad para el desempeño de cualquier otra actividad retribuida. 
El importe de estas retribuciones complementarias tendrá la naturaleza de absorbible por 
las retribuciones básicas.

En ningún supuesto, las retribuciones que, por cualquier concepto, perciban las 
personas a que se refiere este apartado podrán experimentar incremento alguno en el 
ejercicio 2010, respecto a las cuantías percibidas en el ejercicio 2009. cv
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